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Breve análisis de las políticas de Infancia en Argentina, sus paradigmas y la construcción de la nueva ley

Antecedentes Históricos
El “problema de la minoridad” era encarado hacia 1880 por diversas instituciones privadas y religiosas que se ocupaban de los menores desamparados. Para ese entonces el Estado no había desarrollado una política de planificación de la actividad tutelar.

La llegada de la inmigración, el incremento de la pobreza y la cantidad de personas excluidas del mercado de trabajo centró la atención de las autoridades en esos incipientes problemas sociales.  
Instituciones como la familia y la escuela se consideraron deficientes para el control de sectores sociales entendidos como “peligrosos”, “marginales”. Para ello la respuesta estatal se organizó a partir de la creación de instituciones de corrección de menores y de leyes específicas sobre la minoridad.  

El Patronato de la Infancia fue creado en el año 1892 con amplias facultades para intervenir judicial y extrajudicialmente en cualquier asunto referente a los niños en peligro material y moral.  En ese contexto, los Tribunales de Menores fueron la respuesta institucional como parte de un conjunto de cambios entre los cuáles se destacaban el reemplazo de las penas determinadas por medidas discrecionales utilizando la intervención judicial tanto para los niños y adolescentes que cometían delitos como para  aquellos que se encontraban en un inminente peligro moral o material.   
El modelo de intervención del patronato, entendido como el conjunto de políticas estatales enmarcadas en el paradigma de la doctrina de la situación irregular que considera al niño o adolescente como un “objeto” de tutela por parte del Estado, y utiliza como parámetro las condiciones morales y materiales de la vida privada del niño,  se sustenta en un andamiaje institucional basado en el control social estatal. 

La institucionalidad del paradigma se establece en 1919 con la ley 10.903 conocida como “Ley Agote”. 

La política publica de infancia a principios de siglo XX

· Surge como un modelo de control social de niños y adolescentes. 

· La intervención del Estado parte del concepto de “riesgo moral y material” de niños y jóvenes. Actúa cuando considera a niños / as y jóvenes como un peligro para sí o para los demás. 

· La intervención estatal se lleva a cabo a través de la institucionalización y  judicialización de la pobreza. Se sustenta básicamente en el poder de coerción del Estado.

Este modelo, ha generado a lo largo del siglo una poderosa maquinaria de instituciones tutelares sustitutivas de lo familiar y lo comunitario. El modelo de intervención del paradigma fue la institucionalización en macro institutos asistenciales y penales, instituciones psiquiátricas, comunidades terapéuticas conforme al problema social y al abordaje propuesto por los profesionales del sistema. 

Considerado el patronato como una política social que debe atender a la población infantil pobre,  no está exenta de los principios que rigieron históricamente al conjunto de éstas: se sustenta en esquemas clientelares y asistencialistas, desconociendo los principios universales de políticas públicas para niños, niñas y adolescentes. 

Los beneficiarios de las políticas fueron por momento los inmigrantes, más tarde los desposeídos, los pobres, los nuevos pobres, los indigentes, redefiniendo una y otra vez la condición de pobreza, pero homologándola siempre al concepto de riesgo o peligro. 

Este paradigma debió ser abandonado como sostén ideológico de las políticas para la niñez desde el momento en que Argentina suscribió la Convención Internacional de los Derechos del Niño en el año 1990. Sin embargo, no se hizo. Posteriormente, se incorporó este Tratado a la Constitución Nacional convirtiéndolo en una concepción de Estado. Pero este paso importante tampoco pudo con el Patronato y su sistema de control y tutelaje. 

Desde 1983, tres intentos de modificación del patronato con numerosos proyectos de Protección Integral de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, han caído en el Congreso ante el lobby fuertísimo del "sistema de menores". 

Durante el año 2004, ambas Cámaras trabajaron Proyectos de Protección Integral de Derechos. Lamentablemente en esa oportunidad, la amenaza de reproducir la situación  imperante a principios de siglo xx se impuso nuevamente. Mientras algunos trabajaban denodadamente para dar forma a una norma que representara los preceptos de nuestra Constitución, otros grupos admitían  discutir la protección integral de los derechos de la infancia en un marco de urgencia que implicaba generar políticas de seguridad sin abandonar el  control social de la pobreza. Prevalecía nuevamente la doctrina de la situación irregular sobre el paradigma de los derechos humanos. Prevalecía nuevamente la política focalizada y clientelar  sobre la universalidad y la ciudadanía.

Lo cierto es que cada vez que se reinicia cualquier discusión sobre la infancia, ésta se establece desde la perspectiva del control social. El efecto Bloomberg disparó nuevamente la óptica de las políticas de seguridad sobre la infancia, pero  el acuerdo logrado entre el Ejecutivo, el Congreso Nacional y las Organizaciones de Derechos Humanos permitió no sólo tratar en primer término el tema de la protección integral de derechos que atañe al conjunto de la población, sino que además logro postergar el debate sobre jóvenes en conflicto con la ley penal en un momento donde se intentaba instalar una nueva versión de la doctrina de la situación irregular.
La discusión entre los proyectos de ley trabajados por ambas Cámaras alcanzó este marco conceptual, filosófico e ideológico. No responde a partidismos, responde a concepciones profundas sobre el alcance de la democracia, el respeto a la Constitución Nacional y al paradigma de los derechos humanos que ella encarna. Porque hablar de políticas públicas para la infancia en la Argentina es hablar de la historia del control social para los niñas, niños y adolescentes

La sanción votada el 1º de junio por Senadores (por unanimidad con los dos tercios de la Cámara) representa cabalmente al paradigma de la Convención sobre los Derechos del Niño. La ley votada por los Senadores  fue sancionada por Diputados el  28 de setiembre del 2005  y promulgada por el Poder Ejecutivo (BO 30.767) como Ley 26.061, creando el Sistema de Protección Integral de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes. Terminan así, al menos en el aspecto legislativo, 85 años de tutelaje y  judicialización de nuestros niños, niñas y adolescentes, dejando un saldo de 25.000 niños institucionalizados en todo el territorio nacional. 

La creación de un Sistema de Protección de Derechos para niños, niñas y adolescentes. Ley 26.061

El sistema de protección integral es el conjunto de políticas que consideran a la  niña, niño y el adolescente como un sujeto activo de derechos, en un sentido abarcativo de los mismos y a lo largo de todo su crecimiento. Define las responsabilidades de la Familia, la Sociedad y el Estado con relación a los derechos universales y especiales por su condición de personas en desarrollo.

1. En la base de este Sistema se encuentran el conjunto de Políticas Públicas Básicas  y Universales, que definen la concepción del niño /a o adolescente como sujeto de derechos; las políticas necesarias para su pleno desarrollo: educación, salud, desarrollo social, cultura, recreación, juego, participación ciudadana;  y la garantía estatal para el pleno acceso a las mismas, la prioridad en la atención y la permanencia en ellas a lo largo de todo su crecimiento. 

En el Sistema de Protección Integral los Derechos constituyen las Políticas Públicas Universales. El Estado garantiza a todos los niños, las niñas y adolescentes el pleno acceso, la  gratuidad y prioridad en la atención. Además reconoce la calidad de sujetos activos de derecho habilitando el ejercicio de la ciudadanía

Derecho a la identidad. Garantía estatal de identificación. Inscripción en el Registro de Estado y Capacidad de las Personas. Derecho a Documentación. Arts. 11, 12 y 13.
Derecho a la Salud. Art. 14: “Los Órganos Gubernamentales del Estado  deben garantizar el acceso a servicios de salud… Toda institución de salud deberá atender prioritariamente a las niñas, niños y adolescentes y mujeres embarazadas.  Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la atención integral de su salud, a recibir la asistencia médica necesaria y a acceder en igualdad de condiciones a los servicios y acciones de prevención, promoción, información, protección, diagnóstico precoz, tratamiento oportuno y recuperación de la salud.
DERECHO A LA EDUCACIÓN. Art.15: “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la educación pública y gratuita, atendiendo a su desarrollo integral, su preparación para el ejercicio de la ciudadanía, su formación para la convivencia democrática y el trabajo, respetando  su identidad cultural y lengua de origen, su libertad de creación y el desarrollo máximo de sus competencias individuales; fortaleciendo los valores de solidaridad, respeto por los derechos humanos, tolerancia, identidad cultural y conservación del ambiente. Tienen derecho al acceso y permanencia en un establecimiento educativo cercano a su residencia. En el caso de carecer de documentación que acredite su identidad, se los deberá  inscribir  provisoriamente, debiendo los Órganos Gubernamentales del Estado arbitrar los medios destinados a la entrega urgente de este documento.  Por ninguna causa se podrá restringir el acceso a la educación debiendo entregar la certificación o diploma correspondiente. Las niñas, niños y adolescentes con capacidades especiales tienen todos los derechos y garantías consagrados y reconocidos  por esta ley, además de los inherentes a su condición específica. Los Órganos Gubernamentales del Estado, la familia y la sociedad deben asegurarles el pleno desarrollo de su personalidad hasta el máximo de sus potencialidades, así como el goce de una vida plena y digna. GRATUIDAD DE LA EDUCACIÓN. Art.16 La educación pública será gratuita en todos los servicios estatales, niveles y regímenes especiales, de conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico vigente.
DERECHO A LA LIBERTAD. Art. 19 Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad. Este derecho comprende: a) Tener sus propias ideas, creencias o culto religioso según el desarrollo de sus facultades y con las limitaciones y garantías consagradas por el ordenamiento jurídico y  ejercerlo bajo la orientación de sus padres, tutores, representantes legales o encargados de los mismos; b) Expresar su opinión en los ámbitos de su vida cotidiana, especialmente en la familia, la comunidad y la escuela; c) Expresar su opinión como usuarios de todos los servicios públicos y, con las limitaciones de la ley, en todos los procesos judiciales y administrativos que puedan afectar sus derechos. Las personas sujetos de esta ley tienen derecho a su libertad personal, sin más límites que los establecidos en el ordenamiento jurídico vigente. No pueden ser privados de ella ilegal o arbitrariamente. La privación de libertad personal, entendida como ubicación de la niña, niño o adolescente en un lugar de donde no pueda salir por su propia voluntad, debe realizarse  de conformidad con la normativa vigente.
DERECHO DE LIBRE ASOCIACIÓN. Art. 23 Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho de asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos, laborales o de cualquier otra índole, siempre que sean de carácter lícito y de conformidad a la legislación vigente. Este derecho comprende, especialmente, el derecho a: a) Formar parte de asociaciones, inclusive de sus órganos directivos; b) Promover y constituir asociaciones conformadas exclusivamente por niñas, niños, adolescentes o ambos, de conformidad con la normativa vigente.
DERECHO A OPINAR Y A SER OÍDO. Art.24 Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a: a)    Partcipar y expresar libremente su opinión en los asuntos que les conciernan y en aquellos que tengan interés; b)   que sus opiniones sean tenidas en cuenta conforme a su madurez y desarrollo. Este derecho se extiende a todos los ámbitos en que se desenvuelven las niñas, niños y adolescentes; entre ellos, al ámbito estatal, familiar, comunitario, social, escolar, científico, cultural, deportivo y recreativo.
Debemos aclarar que si bien el Estado argentino garantizó históricamente (en el marco de un  modelo de estado de bienestar) un entramado institucional  con escuelas y hospitales que permitieron el goce de los derechos básicos, hoy luego de una década neoliberal donde el eje de las políticas fue la focalización, esa red de servicios se encuentra empobrecida y desarticulada. Para superar la crisis y permitir el pleno desarrollo de niños y jóvenes no es suficiente con generar acceso sino que, además, debemos garantizar la permanencia en el sistema de protección de derechos.

El proyecto de Ley preveía la necesidad de instrumentar un seguro de inclusión ciudadano en forma incondicional para cada chico y chica hasta los 18 años de edad, que  funcionara como sistema de coseguro de la política publica universal. Lamentablemente, no hubo acuerdo para avanzar sobre este aspecto y dejarlo establecido en el Art.26  sobre Derechos a la Seguridad Social. Sin  embargo la inclusión de este derecho abre una puerta para seguir debatiendo la necesidad de un seguro universal de inclusión para todos los niños, niñas y adolescentes hasta los 18 años. 

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. Art. 26: Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a obtener los beneficios de la seguridad social. Los Órganos Gubernamentales del Estado deberán establecer  políticas y programas de inclusión para las niñas, niños y adolescentes, que considere los recursos y la situación de los mismos y de las personas que sean responsables de su mantenimiento.  
2. Medidas de Protección Integral de Derechos: Como segunda instancia el proyecto define las políticas públicas específicas. Son aquellas emanadas del Órgano administrativo de infancia a nivel local y deben estar dirigidas a restituir los derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias. Los artículos 33 y 34  las definen, indican cuando y cómo deben ser utilizadas, a la vez que limitan la intervención ilimitada del Estado.

MEDIDAS DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE DERECHOS. Art. 33 Son aquellas emanadas del órgano administrativo competente  local ante la amenaza o violación  de los derechos o garantías de uno o varias niñas, niños o adolescentes individualmente considerados, con el objeto de preservarlos, restituirlos o reparar sus consecuencias. La amenaza o violación a que se refiere este artículo puede provenir de la acción u omisión del Estado, la Sociedad, los particulares, los padres, la familia, representantes legales, o responsables, o de la propia conducta de la niña, niño o adolescente. La falta de recursos materiales de los padres, de la familia, representantes legales o responsables de las niñas, niños y adolescentes, sea circunstancial, transitoria o permanente, no autoriza la separación de su familia nuclear, ampliada o con quienes mantenga lazos afectivos, ni su institucionalización. ARTÍCULO 34.- FINALIDAD.- Las medidas de protección de derechos tienen como finalidad la preservación o restitución a las niñas, niños o adolescentes, del disfrute, goce y ejercicio de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias.

El proyecto de Ley define además la forma de aplicación de estas medidas de Protección Integral, generando una nueva modalidad de gestión de las políticas públicas de infancia y adolescencia. Define además los mecanismos que las hacen exigibles. A modo de ejemplo, cuando a un niño/a se le niega una vacante en la escuela de su barrio el Estado local debe trabajar en diferentes instancias: el área educativa correspondiente deberá  restituir ese derecho,  pero si esa instancia primaria fallare, el Sistema de Protección Integral  prevé otra superior a nivel administrativo con características específicas:  un consejo provincial o municipal de derechos de niños, niñas y adolescentes,  quien a través de un mecanismo de exigibilidad podrá hacer efectiva la política publica correspondiente.

Esta concepción de Políticas Públicas resuelve además un serio problema institucional e intersectorial: la superposición de funciones entre  el  Poder Ejecutivo y Judicial. Esta superposición ha generado históricamente una fuerte tensión entre poderes a la hora de definir la situación de niños y adolescentes, que se pone en juego al momento de establecer las intervenciones del Estado. 

El sistema de Protección Integral garantiza la acción del Estado definiendo claros niveles de intervención y aplicación. APLICACIÓN. Art. 35: Se aplicarán prioritariamente aquellas medidas de protección de derechos que tengan por finalidad la preservación y el fortalecimiento de los vínculos familiares con relación a  las niñas, niños y adolescentes. Cuando la amenaza o violación de derechos sea consecuencia de necesidades básicas insatisfechas, carencias o dificultades materiales, económicas, laborales o de vivienda, las medidas de protección son los programas dirigidos a brindar ayuda y apoyo incluso económico, con miras al mantenimiento y fortalecimiento de los vínculos familiares.
Los ejes de las políticas públicas que conforman las Medidas de Protección Integral deben estar dirigidos a lo suscripto en el Art. 4, Políticas Públicas:
· Fortalecimiento del rol de la familia en la efectivización de los derechos de las niñas, niños y adolescentes;

· Descentralización de los organismos de aplicación y de los planes y programas específicos de las distintas políticas de protección de derechos a fin de garantizar mayor autonomía, agilidad y eficacia;

· Gestión asociada de los organismos de gobierno en sus distintos niveles en coordinación con la sociedad civil, con capacitación y fiscalización permanente;

· Promoción de redes intersectoriales locales.

· Propiciar la constitución de organizaciones y organismos para la defensa y protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

Comprobada la amenaza o violación de derechos deben adoptarse, entre otras, las Medidas de Protección establecidas en el Art. 37: 

· Aquellas tendientes a  que las niñas, niños o adolescentes permanezcan conviviendo con su grupo familiar;

· Solicitud de becas de estudio o para jardines maternales o de infantes, e inclusión y permanencia en programas de apoyo escolar;

· Asistencia integral a la embarazada;

· Inclusión de la niña, niño, adolescente y la familia en programas destinados al fortalecimiento y apoyo familiar;

· Cuidado de la niña, niño y adolescente en su propio hogar, orientando y apoyando a los padres, representantes legales o responsables en el cumplimiento de sus obligaciones, conjuntamente con el seguimiento temporal de la familia y de la niña, niño o adolescente a través de un programa;

· Tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico de la niña, niño o adolescente o de alguno de sus padres, responsables legales o representantes;

· Asistencia económica. 

La presente enunciación no es taxativa. 

3. Las Medidas Excepcionales.  Se encuentran ubicadas en la cúspide del Sistema. Son aquellas que deben adoptarse cuando las niñas, niños o adolescentes estuvieran temporal o permanentemente privados de su medio familiar o cuyo interés superior así lo exija. 
ART. 39.- MEDIDAS EXCEPCIONALES. Son aquellas que se adoptan cuando las niñas, niños y adolescentes estuvieran temporal o permanentemente privados de su medio familiar o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio. Tienen como objetivo la conservación o recuperación por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias. Estas medidas son limitadas en el tiempo y sólo se pueden prolongar mientras persistan las causas que le dieron origen.

Son limitadas en el tiempo y excepcionales y sólo se pueden prolongar mientras persistan las causas que le dieron origen. Serán procedentes una vez que se hayan agotado todas las  posibilidades de implementar las medidas de protección integral, debiendo observarse detenidamente lo detallado a tal fin en el  Art. 40: Procedencia de las medidas Excepcionales.
El organismo administrativo local de infancia será quien decida y establezca la medida excepcional, quedando la autoridad judicial competente de cada jurisdicción como instancia de garantía del procedimiento, por ser una medida que, aunque necesaria, limita temporalmente derechos. 
PROCEDENCIA DE LAS MEDIDAS EXCEPCIONALES. Art.40: Solo serán procedentes cuando, previamente se hayan cumplimentado debidamente las medidas dispuestas en el artículo 33. Declarada procedente esta excepción, será la autoridad local de aplicación quien decida y establezca el procedimiento a seguir, acto que deberá estar jurídicamente fundado, debiendo notificar  fehacientemente dentro del plazo de 24 horas, la medida adoptada al juez competente en materia de familia de cada jurisdicción. El funcionario que no de efectivo cumplimiento a esta disposición, será pasible de las sanciones previstas en el  Capítulo IV del Código Penal de la Nación. La Autoridad Judicial Competente en materia de familia de cada jurisdicción, en protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes dentro del plazo de 72 horas de notificado, con citación y audiencia de los representantes legales, deberá resolver la legalidad de la medida, resuelta ésta, la Autoridad Judicial competente deberá derivar el caso a la autoridad local competente de aplicación para que este implemente las medidas pertinentes. 
Estas medidas excepcionales se aplicarán según los criterios establecidos en el Art. 41 

· Siempre resguardando la convivencia con las personas más cercanas al niño por parentesco o afinidad, según costumbre local y siempre teniendo en cuenta la opinión del niño.

· Sólo en forma excepcional, subsidiaria y por el más breve lapso posible podrá recurrirse a una forma convivencial alternativa. Las medidas se implementarán bajo formas de intervención no sustitutivas a la de su grupo familiar, preservando su identidad, y respetando la convivencia entre hermanos. Se prestará especial atención a la continuidad en la educación de las niñas, niños y adolescentes y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico

· No podrán, en ningún caso, consistir en la privación de la libertad y no podrá ser fundamento para su aplicación la falta de recursos económicos, físicos, de políticas o programas de los organismos administrativos. 

ARTÍCULO 41.- APLICACIÓN. Las medidas  establecidas en el artículo 39, se aplicarán conforme a los siguientes criterios: a) Permanencia temporal en ámbitos familiares considerados alternativos. Las medidas consisten en la búsqueda e individualización de personas vinculadas a ellos, a través de líneas de parentesco por consanguinidad o por  afinidad, o con otros miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según costumbre local, en todos los casos teniendo en cuenta la opinión de las niñas, niños y adolescentes; b)  Sólo en forma excepcional, subsidiaria y por el más breve lapso posible puede recurrirse a una forma convivencial alternativa a la de su grupo familiar, debiéndose propiciar,  a través de mecanismos rápidos y ágiles, el regreso de las niñas, niños y adolescentes a su grupo o medio familiar y comunitario. Al considerar las soluciones se prestará especial atención a la continuidad en la educación de las niñas, niños y adolescentes; y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico. Estas medidas deberán ser supervisadas por el organismo administrativo local competente y judicial interviniente. c) Las medidas se implementarán bajo formas de intervención no sustitutivas del grupo familiar de origen, con el objeto de preservar la identidad familiar de las niñas, niños y adolescentes; d) Las medidas de protección excepcional  que se tomen con relación a grupos de hermanos deben preservar la convivencia de los mismos; e) En ningún caso, las medidas de protección excepcionales pueden consistir en privación de la libertad; f) No podrá ser fundamento para la aplicación de una medida excepcional, la falta de recursos económicos, físicos, de políticas o programas del organismo administrativo. 

Las Garantías Mínimas de Procedimiento del Estado
En este esquema es importante establecer las garantías mínimas de procedimiento del Estado en los procedimientos judiciales y administrativos  el cual debe  atender a la necesidad del niño a ser  oído, a que su opinión sea tomada primordialmente en cuenta, a ser asistido por un letrado especializado, a participar activamente de cualquier proceso que lo involucre hasta llegar a la instancia superior (Art.27) tomando en cuenta el principio de igualdad y no discriminación (Art.28) y el principio de efectividad del Estado (Art.29)

ARTÍCULO 27. - GARANTÍAS MÍNIMAS DE PROCEDIMIENTO. GARANTÍAS EN LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES O ADMINISTRATIVOS. Los Organismos del Estado deberán garantizar a las niñas, niños y adolescentes en cualquier procedimiento judicial o administrativo que los afecte; además de todos aquellos derechos contemplados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, en los tratados internacionales ratificados por la Nación Argentina y en las leyes que en su consecuencia se dicten; los siguientes derechos y garantías: a) A ser oído ante la autoridad competente cada vez que así lo solicite la niña, niño o adolescente; b) A que su opinión sea tomada primordialmente en cuenta al momento de arribar a una decisión que lo afecte; c) A ser asistido por un letrado preferentemente especializado en niñez y adolescencia desde el inicio del procedimiento judicial o administrativo que lo incluya.  En caso de carecer de recursos económicos el Estado deberá asignarle de oficio un letrado que lo patrocine; d) A participar activamente en todo el procedimiento; e) A recurrir ante el superior frente a cualquier decisión que lo afecte

ARTÍCULO 28.-  PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. Las disposiciones de esta ley se aplicarán por igual a todos las niñas, niños y adolescentes, sin discriminación alguna fundada en motivos raciales, de sexo, color, edad, idioma, religión, creencias, opinión política, cultura, posición económica,  origen social o étnico, capacidad especiales, salud, apariencia física o impedimento físico, de salud, el nacimiento o cualquier otra condición del niño o  de sus padres  o de sus representantes legales.

ARTÍCULO 29.- PRINCIPIO DE EFECTIVIDAD. Los Organismos del Estado deberán adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, judiciales y de otra índole, para  garantizar el efectivo cumplimiento  de los derechos y garantías reconocidos en esta ley.

La Institucionalidad. Hacia un Sistema Federal de Políticas Públicas de Infancia y Adolescencia.

La Institucionalidad de la ley se construye a partir de un conjunto de organismos administrativos en la instancia, nacional, federal  y provincial y con la participación de las Organizaciones no Gubernamentales.

En primer lugar se crea la  Secretaría Nacional de la Niñez, Adolescencia y Familia que es el organismo técnico especializado en materia de derechos de infancia y adolescencia. Esta Secretaría estará integrada por representantes interministeriales y por las organizaciones de la sociedad civil.

En segunda instancia se crea el Consejo Federal, que es el órgano de concertación  para el diseño, planificación y efectivización de las políticas públicas en todo el ámbito del territorio de la República Argentina. Espacio real de articulación multilateral entre la Nación y las provincias, con el objeto de debatir, consensuar, establecer prioridades y distribuir en forma equitativa los recursos estatales en la materia.
Si bien la ley define las atribuciones específicas de cada uno, le asigna a ambos organismos atribuciones conjuntas que son de vital importancia para la articulación entre los  consensos logrados para la elaboración del Plan Nacional de Infancia. Para ello deberán realizar en forma conjunta el seguimiento,  monitoreo y  evaluación de las políticas públicas de infancia y adolescencia y de la aplicación de la presente ley. 

Además, ambos organismos deberán trabajar para la obtención de los recursos públicos y  transferencia de los fondos a las provincias que financien las políticas públicas del nuevo sistema de protección integral, quienes a su vez deberán garantizar la distribución justa y equitativa de las partidas presupuestarias correspondientes y de todos los recursos nacionales e internacionales.

Las provincias constituyen una tercera instancia que tendrá un órgano administrativo responsable de planificar sus propias políticas. A partir de este nivel se prevé la ejecución de la política pública a través de las redes institucionales provinciales. Estas políticas deberán descentralizarse hacia los municipios, último eslabón de la institucionalidad pero instancia administrativa más cercana a la ciudadanía, donde las unidades de desarrollo local deberán cristalizar la gestión y la calidad de los servicios, además de la articulación con los organismos no gubernamentales, en consejos locales de amplia participación en la evaluación y monitoreo de las políticas públicas.

El diseño institucional descripto intenta superar dos problemas inherentes a las políticas públicas de nuestro sistema federal: la intersectorialidad (la relación entre los poderes del Estado y la articulación de las distintas áreas de gobierno) y la interjurisdiccionalidad (la relación entre los diferentes niveles de gobierno). La nueva ley establece claramente el rol de los poderes del Estado y las responsabilidades de cada distrito en cada instancia, para lo cual crea un procedimiento marco que organiza el accionar estatal. El aspecto más novedoso de esta ley es que fija mecanismos de exigibilidad en sede administrativa que obligará a las áreas ejecutivas a realizar una profunda reforma programática. 

El defensor de los Derechos del Niño

Finalmente, la ley prevé como última instancia la creación de la figura del Defensor de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, quien tendrá a su cargo velar por la protección y promoción de los Derechos de Niños y Jóvenes. Lo interesante de esta figura, es su especificidad técnica y su calidad de institución externa al Poder Ejecutivo. Esta última cualidad permite instancias de supervisión, control y establecimiento de garantías no contaminada por intereses políticos o de gestión, dando más independencia al sistema. 

De esta manera se establecen diferentes instancias en el sistema, que permiten establecer articulaciones y controles cruzados en todo el sistema. De la misma forma, la institucionalidad de este sistema permite implementar un amplio marco de garantías y de mecanismos de exigibilidad de los derechos reconocidos por la presente ley, que las legislaciones locales y los organismos específicos del poder ejecutivo deberán profundizar a partir de esta ley marco.

Las Organizaciones No Gubernamentales:

El Capítulo IV  se establecen las pautas de trabajo para las organizaciones de la sociedad civil y crea el Registro de Organizaciones No Gubernamentales  en el ámbito de la Secretaría Nacional. Más allá de este capítulo específico la Ley 26061 jerarquiza la participación ciudadana e incorpora el plus de la organización comunitaria en la promoción, protección y defensa de los derechos, sin resignar el rol indelegable del Estado en la implementación de políticas, recursos y garantías. 
Los fondos para la aplicación de la ley.

La Ley establece que el Presupuesto General de la Nación preverá las partidas necesarias para los organismos que crea. Establece que la previsión presupuestaria en ningún caso podrá ser inferior a la mayor previsión o ejecución de ejercicios anteriores, disponiendo asimismo la intangibilidad de los fondos para la infancia establecidos en el Presupuesto Nacional. Esta aseveración no sólo dispone del presupuesto actualmente ejecutado por el Consejo de la Niñez, Adolescencia y Familia, sino también de aquellas otras partidas de las otras áreas vinculadas a políticas públicas de infancia.

Las Transferencias: 

Artículo 70: Transferencias: El Gobierno Nacional acordará con los Gobiernos Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la transferencia necesaria de los servicios de atención directa y sus recursos, a las respectivas jurisdicciones en las que actualmente estén prestando servicios y se estén ejecutando.
De acuerdo a este artículo La Nación deberá  realizar las trasferencias de los programas con sus respectivos recursos a las jurisdicciones correspondientes, con el apoyo técnico necesario y en el marco de una decisión federal.  La forma en que se realicen las transferencias permitirán evaluar no sólo la superación del esquema utilizado en la década del 90, sino también los avances respecto de la cuestión interjurisdiccional.

Conclusiones:

El primer deber de todos los actores es centrar su mirada en los niños. La tarea inicial de esta reforma es cerrar las compuertas para que no ingresen más víctimas al viejo sistema, e iniciar el arduo proceso de  desinstitucionalización y desjudicialización de miles de chicas y chicos. 

La Nación debe abandonar definitivamente su rol de patronato para coordinar efectivamente un Plan Nacional de políticas públicas para la infancia, dejando las tareas de ejecución de programas a las instancias administrativas provinciales y municipales. Las jurisdicciones deberán, no sólo recibir los recursos y / o servicios sino readecuarlos al nuevo paradigma y potenciar el financiamiento y las acciones para construir sus propios sistemas de protección y promoción derechos. 

Los plazos establecidos en la norma, para su reglamentación y su aplicación, son de noventa días y un año no prorrogable, respectivamente, que esperamos se cumplan sin dilaciones.

La construcción de esta ley llevó 15 años de trabajo de muchos actores. Es una norma fundamental que traduce fielmente el paradigma de los derechos humanos. Pero sus principales cualidades marcan también su límite. La ley es sólo un instrumento, parte de un conjunto de medidas que deben ser permanentemente profundizadas y revisadas, pero es fundante para establecer el  marco de las acciones concretas que se deben realizar. Necesita estar acompañada de una reforma integral de las políticas de infancia, de una asignación universal  por niño y de políticas específicas,  entre las cuales se encuentra el régimen de responsabilidad penal juvenil, con garantías de debido proceso.

Como todas las  leyes que construyen ciudadanía y son de alta calidad democrática, ésta terminará de jugar su viabilidad si es acompañada por un modelo de país inclusivo, con políticas económicas redistributivas que, en un marco de fortalecimiento institucional, considere a la niñez y a la adolescencia como una prioridad ineludible y estratégica.
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